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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

,\SUN'I'O

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Sebastiana Chambi
Apaza contra Ia resolución de fojas 128, de fecha 30 de julio de 2018, expedida por la
Cuarta Sala Penal de Apelaciones con Función Liquidadora de la Corte Superior de

JLrsticia de Arequipa que declaró la improcedencia limina¡ de la demanda de ,aúeat
aolprs de autos-

FUNDAMENTOS

l. En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
El Peruano el 29 dc agosto de 2014. este Tribunal estableció, en el
ento 49, con carácter de precedenle, que se expedirá seitencia interlocutoria

dictada sin l11ás tránite, cuando se presente alguro de los siguientes
stos. que igualmelte están contenidos en el arlículo 11 de1 Rcglamcnto

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho conte¡ida en el recurso no sea de especial

tlascendencia constitucional.
c) La cuestió¡ de Derecho invocada contradiga un p¡ecedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmenle iguales.

I\o¡nrtiro del llibun.,l (onstitucion¡l:

2. En el presenle caso, se evidencia que el recurso de agravio no está aeferido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recurso carece de es¡a cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitncionalmente protegido de ul1 derecho fundamentai; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata: o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a ur asunto que requiere L¡na tutela de especial
urgencia.

l. Exprcsado dc otro modo, y tenjendo en cuenta lo precisado en el lindamenlo 50 de
la seDtencia emilida en el Expediente 00987-2014-PA/'l C, una cuestió¡ no revis!e
especial trasce¡dencia constilucional en los siguientes casosi (1) si una futr¡ra
¡csoh.¡ción del T¡ibunal Constitucional no soluciona algúrn oonllicto de relevancia
constitucional, pues no existe lcsión quc comp¡ometa el derecho hrndamental
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constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera Lugerlte el derecho
constitucioíal invocado y no median ¡azones subjetivas u objetivas quc habiliten a

este órgano colcgiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

En el caso de autos, sc solicita que se declare la nulidad de la scntencia de lecha 22
de julio de 2011 y la resolución sup¡ema de fecha 17 de enero de 2012 a través de

las cuales la Prime¡a Sala Penal Liquidadora y de Apelaciones de Juliaca de la
Corte Superioi de Justicia de Puno y la Sala Penai Transitoria de la Corle Suprema
de Justica de la República oondenaron a la recu(ente colro autora del dclito dc
tráfioo ilícito de drogas - lina]1ciamiellto, acopio y abastecimjento de droga con
flnes de macroconercialización agravada (Expedicntc 139-2008 / R.N. 3039-201 l).

volucrado o se trata de un asunto que no corresponde rcsolvcr en la vla

La actora alcga lo siguiente: l) la recurrenle ha sido comprendida en el proceso
n base en la simple sindicación efectuada por su coprocesado; 2) sc ha

o sentencia condenato a conñrmada conlra la actora sin que se haya
derado que ella no estuvo presente al momento de la comisión del delito; 3)

medio p¡obatorio objetivo ha sido considendo por los jueces peÍlales, sino
tan solo una simple sindicación que indica quc Ia actora habria entrcgado la droga;
4)no han sido consideradas Ias testimoniales que señálan que los días 21 y22
de julio de 2008 la actora se enconhaba con reposo médico en su domicilio;
5) tanrpoco se ha considerado que su coprocesado nunca reconoció que la
recu¡rente le hubiera entregado la droga. La ¡ecurrente aseve¡a que a pesar de que
su coprocesado reconoció y aceptó los cargos imputados a havés de sr¡

manilestación policial y declaración inst¡uctiva, los citados órganos judiciales
condenaron a Iá actora

6. Al respccto, el recurso inte¡puesto no está referido a una cuestiól de De¡echo de

especial trascendencia constitucional, toda vez que la controversia planteada escapa
al ámbito de tutela dei ¿aáeas corpus y se encuentra relacionado con asuntos
propios de la judicatura ordinaiia, cor¡o son los alegatos referidos a ia valoración y
suficiencia de las pruebas penales (Expedientes 01014-2012-PHCITC y 02623-
2012-PHC/TC).

7. En consecuencia, y de Io expuesto en los fundamentos 2 a 6 supra, se verifica quc
el presente ¡ecuso de agravio ha incunido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de la scntencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del artículo 11 del Reglamento Normatjvo del ]'ribunal
Constitucio[al. Por esta mzón, conesponde dec]a¡ar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agrar io conslilucionJl.
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Po¡ estos fundamentos, el T bunal Constitucional, con la autoridad que lc
oonfie¡e la ConstitucióD Politica del Pe¡ú, y la participación del magistrado Espinosc-
Saldaña Ba(era, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el ¡ecurso de agravio constitucional porque la cuestión de

l)crccho contenida en el recurso carece de espe tiascelldencia constitucional

Publíqr¡ese y notiflquese

SS

N,IIIIANDA CANALES
S,,\ItDÓN DT' TÁBOADA
ESPINOSA.SALDAÑA BA 'Lr-r)/e
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VOTO SINGIII,AR I)EI, MAGISTRADO F'ERRÍ"RO COSTA

Con la potestad que me olorga la Conslilución, y con el mayor respeto por la ponencra
de mi colega magistrado, emilo el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PAnC,
SENI'ENCIA INIERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongoi

EL TRTBUNAL CoNSTITUCIoNAL coMo coRTE DE RDvtsróN o F^r,Lo y No DE
CASACIÓN

La Constitr¡ción de 1979 creó el Tribunal de Garantí¿s Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano a/ /?o., independientc del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constilucional y la vigencia plena
de los derechos firndamentalcs.

3. Err ese sentido, la Lcy 23385, Ley Orgánica del T.ibunal de carantías
Constilucionales, vigente en ese momento. estableció, en sus artíclllos 42 al 46, que
dicho órgano, al enconkar una.esolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales r:n la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casa. la sentencia y, luego de
señalar la deficienci¡, devo¡verá los actuados a la Corte S!¡prema de Justicia dc la
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamienros,
procedimiento que, a todas Iuces, d;lataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de lulela ante amenazas y vulneración de derechos luc seriamente
modificado en la Co¡stilución de I993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, haber\t data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar. se crea al Tribunal Constilucional
como órgano dc control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica erróneamente como "órgano de control de Ia Constitución". No obstante, en

2. La l-ey Fundamental de lg79 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de conkol de la Constitución, que lenía jurisdicción
en todo el territorio nacional pam conocer, ¿lr Nia Ll¿ cr¡sación, de los habeas corpus
y amparos denegados por et Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para fallar en forma dellnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados cor¡o amenaza o lesión a los
Jerechos reconocidos cn h ( onitirución.

fin
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materia de procesos constitucionales de la Iibcrtad, la Constitución establece que el
'l ribu¡al Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al I'ribunal Constitucional "co ocer, en úllim¡i ),
dgfinit¡ra instancid, las resoluc¡ones denegatorias dictddas en los procesos de
habeas corpus, anparo, habeas data y accíón de cumpliniento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de iranca tutela de los derechos fundamenlales,
exige que el Tribuna¡ Consrirucional escuchc y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fu¡damental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son e¡ principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la obsendncia del dehido proce:;o y tutela
juri,tdiccioüal. Ni gtna persona puede ser desridda de ld jurisdicci,i¡l
predeteruinada por la le!, ni someíida a procediniento dirtinb de los prct,iamente
?s¡ablecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por
comisiones especíales creadas al ekcto ctldlqu¡eld red su denomínación",
-on'¿grada en el anriulu IJq. inci.o J.

6, Como se advierte, a diferencia de lo quc acontcce en olros países, en los cuales el
acccso a la ú,tima instanoia constitucional tiene lugar por la yía del certiorar i
(Suprema Corte dc los Estados Unidos), en el Perú elPoder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz dc ingresar al londo
en los ¡lanlados procesos de la libe¡tad cuando el agraviado no haya oblenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabrus, si Io que
cstá en discnsión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debc abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constilucional pueda
pronunciarsc. Pero la ape¡1ura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionantc colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
anrli.is de Io que .r pr(tende. de lo que \e invoc¿.

7. Lo constitucional es escuchar a la partc co¡¡o concretización de su derccho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
púb¡icos y privados, lo cual evidencia el triunlo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DxRtrcHo.\ sER oiDo coMo MA¡*IFES]ACtó\ D¡t r,a DEMoCRATIZACIóN DE Los
PRocEsos CoNs U.I.ucroN^r,Es DE LA LIBERTAD

8. t-e administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el 'Iribunal
Conslitucional. desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del derecho de

rvYl
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delensa iDherente a tode persona, cuya manifestación primaria es el derecho a scr
oído con todas las dcbidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual sc

determinen su. derecho\. intere.es ) obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a Ia emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia dc vista está relac¡onado con la defensa, la cual, sólo es
clectiva suando eljusliciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral,,os argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debc regir en todo proceso conslitucio¡al.

10. Sobre Ia intervención dc las parles, corresponde señalar que, en tanto que la
potesiad de administrar justicia constituyc una manilestación del poder que el
Eslado ostenta sobre las personas, su ejercicio rcsulta constilucional cuando se

brinda con eslricto respeto de los derechos inherentcs a todo ser hurnano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garanrias.

ll. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
quc se concede en Ia audiencia de vista, también constituye un e¡emento que
democraliza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de intcrés de
una persona sin permitirle alegar Io correspondiente a su favor, lo qlre resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional liene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
Icgitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones. por
expresar de modo suñciente las razones de dcrecho y de hecho relevan¡es en cada
caso que resuelve.

12. En ese senrido. la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a tatat úl ind^,iduo en todo momeñfo como
un yerdarlero sujefo del proceso, en el más amplío sentido de este concepÍo, y no
simplemente como objeto del mismo"l, y q»e "para que existd debir]o proceso legal
es preciso que un jusliciable püeda hacer yaler sus clerechos y deiender su.t
intercses en fbma eJ¿ctíya )i en con.lic¡on¿s de ígualdad procesdl con otros
justiciables'r.

I Corle IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia ilel I7 de noviembre de 2009.
párftf:o29.

'Co.t. IDH. Caso Hi¡aire, Constantine y Benjamin y olros vs. Trinidad y'l'obago,
sentencia del2l dejunio de 2002, párrafo 146.

IM
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NATURAT,trzA PRocEs^L DEI- REcuRso DE AcR^vro CoNs urucroN^1,

13. D modclo dc "instancia de fállo" plasmado en la Constir¡ció¡r no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no cs con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su rcformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", cl recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esenc ia j uríd ica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencie
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el rccurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con Ios añiculos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de Ia
Sala Superior del Podcr Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre cl fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho reclrrso, sino por el contmrio de "conoce¡" Io que la parte alega
cotno un agravio que le cau.a indcfcn\ion.

I6. Por otro lado, Ia "sentencja interlocutoria" establcce como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el me.jor de los casos.
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
ide¡tificar en qué casos sc aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni .justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afeclar, entre otros, el derccho lundamental de defensa. en su manilestación dc ser
oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetiv¿s y
carenles de predictibilidad, afectando notablementc a los justiciables. qllicnes
tendrían que adivinar qué resolverá el 'l ribunal Constitucio¡al a¡tes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, mrrat¡s t utandili, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencic
00987-2014-PA/IC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentenqia 02877-
2005-PHC/|C). Del mismo modo, constituye una rcafin¡ación de la nat!:raleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vías paralclas. litispendencia, invocación del derecho conslitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de qu(r los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no const¡tuye un
motivo para que se pueda desvi(uar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

{rry
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19. Ilor tanlo, si se tiene en cuenta que la j!¡sticia en sede constitucional represenla Ia
última posibilidad para protcger y repara¡ los derechos fundamcntales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para Ia

vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
dcfinitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas alectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmenle si se tie.e en cuenta que, agotada la via consfitucional, al justiciable
solo le queda el cam;no de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl fcrrero Rebagliati, "la def'ensa del derecho de unoes, al mismo
tiempo. una defensa total dc la Constitución, pues si toda garantia constilucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su dcrccho
está defendiendo el de los demás y el de Ia comunidad que resulta opr¡nida o
envilccida sin la prolecc ión j ud ic ia I auténtica" -
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